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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 26
        Julio 10 y 11 de 2013
 


La Corte Constitucional ratificó que la demanda contra actos legislativos por vicios de competencia, no puede plantear un juicio de orden material no previsto en el artículo 241.1 de la Carta Política

	    I.   EXPEDIENTE D-9402  -   SENTENCIA C-433/13  (julio 10)   
          M.P. Luis Ernesto Vargas Silva


1.
Norma acusada

ACTO LEGISLATIVO 6 DE 2011

(noviembre 24) 

Por el cual se reforma el numeral 4 del artículo 235, el artículo 250 y el numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política

ARTÍCULO 1o. El numeral 4 del artículo 235 de la Constitución Política quedará así:

(...)

4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del Despacho, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.

ARTÍCULO 2o. El artículo 250 de la Constitución Política tendrá un parágrafo 2o del siguiente tenor:

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo corregido por el artículo 1 del Decreto 379 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Atendiendo la naturaleza del bien jurídico o la menor lesividad de la conducta punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar en forma preferente.

ARTÍCULO 3o. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así:

1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores que gocen de fuero Constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución.

ARTÍCULO 4o. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

2.
Decisión

INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad del Acto Legislativo 6 de 2011, por ineptitud sustantiva de la demanda.

3.
Síntesis de los fundamentos

La Corte reafirmó que, como sucede con toda actuación del Estado, el poder de reforma de la Constitución está sometido a límites, tanto de carácter procedimental, que se refieren a las reglas de deliberación democrática que anteceden a la reforma, como sustantivos, dirigidos a evitar el exceso en el ejercicio del poder de reforma por el constituyente derivado, de modo que el texto resultante de la modificación no constituya una sustitución de la Constitución, esto es, de los principios definitorios establecidos por el constituyente originario.

Para determinar si la Constitución fue sustituida por otra -parcial, total, transitoria o permanentemente-, la Corte ha realizado el llamado “juicio de la sustitución” que está compuesto de tres premisas: (i) la premisa mayor, en donde se aprecia si la reforma introduce un nuevo elemento esencial a la Constitución; (ii) la premisa menor, en donde se analiza, si el nuevo precepto reemplaza un principio estructural, originalmente adoptado por el constituyente y (iii) la premisa de síntesis, en donde se compara el nuevo principio con el anterior para verificar, no si son distintos, lo cual siempre ocurrirá, sino si son opuestos o integralmente diferentes, al punto que resulten incompatibles. La Corte ha señalado, que para la verificación del cumplimiento de la premisa mayor, debe comprobar a través de una lectura transversal e integral de la Constitución de 1991, si dicho elemento que se establece como sustituido es un elemento estructural o axial de la Constitución. Para construir dicha premisa es necesario que el demandante enuncie con total claridad cuál es dicho elemento, señalar a partir de múltiples referentes normativos cuáles son sus especificidades en la Carta de 1991 y mostrar por qué es esencial y definitorio de la identidad de la Constitución integralmente considerada. A través de ese método el juez constitucional puede comprobar que no se hayan sustituido tácitamente a través de la reforma, otros principios estructurales de la Constitución, sustituyendo la esencia de la misma.
De igual manera, la Corporación recordó que el juicio de sustitución no puede confundirse  con un control material del acto legislativo, por tres razones: (i) la Constitución (art. 241.1), prevé el control de los actos legislativos únicamente por vicios de procedimiento; (ii) toda reforma constitucional, por definición, contradice el texto que modifica, de modo que resultaría un contrasentido afirmar, que el texto reformado tiene efectos ultractivos para efectos del control constitucional; y (iii) tanto el texto reformado como la modificación tienen el mismo carácter de normas superiores, razón por la cual no es viable considerar que el primero sirva de parámetro para el control del segundo. Es decir, no existe una relación jerárquico-normativa entre el contenido de la Constitución promulgada originalmente y el texto de la reforma constitucional. Por tales motivos, la jurisprudencia ha definido unas reglas estrictas para admitir la viabilidad  del juicio de sustitución de la Carta Política, con el fin de evitar que el control de constitucionalidad de los actos legislativos por vicios de competencia, conduzcan a la petrificación de la Constitución y al subjetivismo del juez constitucional, por la indeterminación de los principios vertebrales. 
En el caso concreto, en el cual se demandó el Acto Legislativo 6 de 2011, la Corte encontró que los argumentos que se exponen por los ciudadanos para sustentar los vicios de competencia en que habría incurrido el Congreso de la República, al ampliar el ejercicio de la acción penal a “la víctima o a otras autoridades distintas de la Fiscalía General”, plantean en realidad un juicio de orden material, una incompatibilidad del contenido normativo Acto Legislativo 6 de 2011 con un número importante de artículos de la Constitución (arts. 4, 113, 116, 121, 249, 250, 252 y 374 a 380), pero sin lograr demostrar que los cuatro elementos que califican como definitorios de la Carta Política colombiana, configuren verdaderamente ejes axiales, estructurales, vertebrales, intangibles, cuya reforma implique una sustitución de la Constitución, que de ser así, conduciría a la inexequibilidad del mencionado acto legislativo. No basta afirmar que determinados preceptos constituyen cláusulas irreformables, sino que deben darse los argumentos que comprueben que el cambio introducido reemplazó uno de los elementos definitorios, esenciales, de la Constitución. 

En consecuencia, la Corte procedió a declararse inhibida de proferir una decisión de fondo, por falta de suficiencia en la formulación de la premisa mayor del cargo de inconstitucionalidad que exige el juicio de sustitución de la Carta Política.

4.
Salvamentos de voto

Los magistrados Mauricio González Cuervo y Alberto Rojas Ríos salvaron el voto, por considerar que en este caso, de acuerdo con la línea jurisprudencial sostenida por esta Corporación desde la sentencia C-551/03, la presente demanda formulada contra el Acto Legislativo 6 de 2011, cumplía con los requisitos exigidos para avocar el examen de los presuntos vicios competenciales del constituyente derivado, por un cargo de sustitución de la Constitución. 

De manera particular, el magistrado González Cuervo, observó que este caso evidencia uno de los peligros que plantea la tesis de la Corte Constitucional sobre los vicios competenciales que acarrea la sustitución de la Constitución, la cual, de asumirse de manera coherente, implicaba que en el caso concreto, procedía el examen de fondo de los cargos formulados contra el Acto Legislativo 6 de 2011. En su concepto, la identificación de límites con fundamento en la tesis actual relativa a la prohibición de sustitución de la Constitución, plantea problemas muy complejos que justifican un replanteamiento metodológico por parte de esta Corporación. Ese replanteamiento no implica, de ninguna manera, que el ejercicio de la facultad de reforma carezca de restricciones. De lo que se trata es de identificar, con fundamento en una interpretación adecuada de la Constitución, límites normativos más seguros que amplíen la realización del principio democrático en momentos de cambio constitucional. Esta función que se atribuye al derecho internacional cuenta, a pesar de las críticas que podrían formularse, con un fundamento constitucional, teórico y práctico suficiente. De acuerdo con la posición que ha defendido, los límites a la competencia del Congreso para reformar la Constitución deben identificarse a partir de las normas imperativas del derecho internacional y de los convenios de derechos humanos 

Para el magistrado Rojas Ríos, al margen de si los cargos de inconstitucionalidad  formulados por los demandantes contra el Acto Legislativo 6 de 2011 debían prosperar o no, lo cierto es que cumplían a cabalidad con los requisitos definidos por la jurisprudencia constitucional para las demandas basadas en vicios competenciales, en especial, el concerniente al señalamiento de la premisa mayor referente a los ejes definitorios de la Constitución de 1991, la cual, correspondía a su juicio, con la auténtica enunciación de los elementos definitorios de la Constitución que presuntamente habrían sido subvertidos por el acto reformatorio. En el presente caso, los demandantes enunciaron cuatro elementos que en su parecer, conforman el modelo de persecución penal en Colombia  y que ahora resultarían sustituidos por el acto legislativo impugnado. Observó, que de acuerdo con la jurisprudencia, basta que el ciudadano logre fundamentar una duda razonable sobre el exceso de competencia del constituyente derivado y la posible sustitución constitucional, como quiera que es la Corte Constitucional la que finalmente le corresponde definir, si la premisa mayor formulada es correcta y el acto reformatorio expedido sustituye o no esos principios estructurales que definen la Constitución.
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